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Presentación 

Tres temas, entre otros, siguen llamando la atención de algunos sectores sociales del departamento. Me refiero 

a la vieja y angustiosa situación del Sur de Córdoba, a la indiferencia y desconsideración hacia la educación 

rural y el poco interés por resolver la indefinición de los límites con el departamento de Antioquia. 

El Sur de Córdoba con 70 años de conflicto armado todavía no encuentra la solución que le ayude a resolver 

sus múltiples necesidades. Como es sabido el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, la empresa 

minera BHP Billiton, centros de estudios y organizaciones no gubernamentales, las más conocidas, han 

propuesto enfoques, estrategias y metodologías que han beneficiado en algo la vida de algunas comunidades 

pero la pobreza, la inequidad y el conflicto se mantienen, empeorados en los últimos años. Los gobiernos 

departamentales y municipales poco actúan con propuestas o recursos y el nacional confía en el empleo de la 

fuerza pública como estrategia principal. Así lo confirma el compromiso de construir un megacomando de 

Policía en Montelíbano con capacidad para 223 agentes y asignar 300 militares más en la zona de Tierralta 

para seguir enfrentando las estructuras criminales que operan en el área. 

En esta edición damos a conocer cuatro propuestas sobre el Sur de Córdoba: dos implementadas y dos a tenerlas 

en cuenta, con el fin de reflexionar sobre ellas y acordar entre todos una propuesta que nos lleve a elaborar un 

plan participativo, integral y sostenible para la mayoría de la población. 

La deuda con la educación rural es inmensa en todos los aspectos.  Antes que lecturas, audios o imágenes para 

enterarnos de su situación, los invito, en caso no lo hayan hecho, a conocer algunos de la mayoría de nuestros 

pueblos rurales que incluya su escuela o colegio. Ustedes podrán observar el aspecto físico, la dotación que 

poseen y el lugar donde se encuentra; conversar con los estudiantes, profesores, padres de familia y otros 

empleados; indagar sobre la formación, compromiso y lugar de residencia de los docentes; los materiales de 

estudio, laboratorios, bibliotecas, escenarios deportivos, recreativos y culturales; las normas o reglamentos 

vigentes; los castigos, sanciones y premios o estímulos establecidos; el programa de estudio, materias, 

enfoques y metodologías; valores, principios, capacidades, normas, aspectos culturales e históricos que 

promueven; el acceso a herramientas digitales; las oportunidades para continuar estudios técnicos, tecnológicos 

o profesionales. Y con la información recogida deben estimar si este tipo de educación rural es la que realmente 

necesitamos para ser mejores personas, vivir en condiciones más dignas y tener confianza en un futuro más 

amable para todos. 

En cuanto a los límites CórdobaïAntioquia es otro asunto de vieja data. Desde la administración Buelvas 

Aldana (1995ï1997) cuando funcionó la Comisión de Ordenamiento Territorial el proceso sobre límites ha 

sido atendido de manera irregular e improvisado. Algunos lo han limitado a actividades de contratistas 

esporádicos en medio de un desinterés general. Contrario a Antioquia que desde antes de 1997 viene 

preparándose con documentos, investigación, gestión y haciendo presencia con obras y servicios a numerosas 

comunidades situadas en territorio cordobés. Mientras Antioquia dispone de institucionalidad, universidades, 

gremios, funcionarios de alto rango, congresistas y medios de comunicación trabajando coordinadamente, la 

población de Córdoba, incluidos sus políticos, dirigentes e intelectuales, permanece desinformada e indiferente 

sobre este diferendo. 

Por ultimo un homenaje al doctor Elías Bechara Zainúm en su primer centenario. Su vida y obra es un legado 

que se constituye en desafío para la actual y futuras generaciones. Conocer su pensamiento y acciones es 

empezar a conocerlo y seguirlo. 
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Cuatro enfoques y estrategias referidas al sur de Córdoba 

 

Algunos antecedentes 

 
Los municipios de Tierralta, Valencia, 

Montelíbano, Puerto Libertador, San José de 

Uré, La Apartada, Ayapel y Buenavista, 

situados en el sur y suroriente del 

departamento de Córdoba, son conocidos por 

la violencia y pobreza que han padecido 

durante largos años. Son territorios ricos en 

biodiversidad, aguas, bosques, minerales, 

cultivos, ganadería, suelos y una geografía 

diversa. La gente de sus comunidades, la 

mayoría campesina (sin tierra, mini y 

microfundistas, jornaleros ocasionales, 

arrendatarios, medianeros, pequeños y 

medianos propietarios y/o productores), 

pescadores, mineros, artesanos, entre otros, 

soportan una gran presión por las difíciles 

condiciones de vida y la presencia permanente 

de grupos armados ilegales. En general son  

personas sencillas, amables, resignadas, 

tímidas, dispuestas al chiste y los cuentos, que 

aprendieron a sobrellevar el control impuesto 

por guerrilleros, narcotraficantes, delincuentes comunes y paramilitares de viejo y nuevo cuño, cada uno 

con su peculiar forma de pensar y el empleo de métodos para hacer el mayor daño posible a sus víctimas. 

 

Estos pueblos, tan viejos como Ayapel, tan recientes como La Apartada, tan abandonados como San José 

de Uré, tan asediados como Buenavista, tan influenciados como Valencia, tan ricos en minerales como 

Montelíbano y Puerto Libertados y tan de malas como Tierralta que en nada le benefició ser el lugar donde 

hubo el Acuerdo de desmovilización entre el gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), 

esperan con paciencia franciscana que los gobiernos departamental y nacional los miren siquiera de reojo 

para atenderle algunas de sus principales necesidades. A nadie ha importado que en estos territorios y 

poblaciones haya nacido el Ejército Popular de Liberación (EPL), las Autodefensas Campesinas de 

Córdoba y Urabá (ACCU) y sea considerada la casa paterna de las AUC. Sin olvidar que en los 60 años 

de historia de departamento están los rastros imborrables de cuatro grupos guerrilleros liberales, cuatro 

Los municipios del sur en el departamento de Córdoba 
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grupos guerrilleros de izquierda, seis estructuras de las AUC, cuatro de los grupos de la 

posdesmovilización y varios de los narcotraficantes más poderosos que tuvo el país. 

 

Debemos reconocer que las administraciones municipales, los gremios económicos, los grupos políticos, 

la institucionalidad privada y las empresas poco han hecho por el territorio y la población. Sorprende que 

las Alcaldías, Concejos municipales y Personerías, entre otros, no hayan tenido la disposición y el interés 

por ayudar a solucionar tantas penurias juntas. Indiferencia, falta de gestión, iniciativas y capacitación e 

indolencia han caracterizado a estos actores, contrario a lo que sucede en muchos otros lugares del país. 

En Córdoba, al parecer, mientras más pobres son los municipios más despreocupadas e ineficientes son 

las administraciones, según el decir popular. 

 

Muchas comunidades y sus organizaciones, atosigadas por la escasez, la violencia y la fatalidad, están 

convencidas de que los cambios no son posibles y se aferran a la sobrevivencia y a la condición de 

subordinadas como la única manera de seguir viviendo. Para los que no estamos de acuerdo con estas 

apreciaciones el reto es demostrar con hechos y procesos que existen otras posibilidades para no perder la 

esperanza. 

 

La fuerza pública  

 

En septiembre del 2009 la Policía creó el Comando Operativo Especial de Seguridad Ciudadana del bajo 

Cauca antioqueño con unidades de Córdoba y Antioquia. Del primero, hicieron parte las Estaciones de 

Policía de Montelíbano, Puerto Libertador, Ayapel, San José de Uré, La Apartada y la subestación 

Tierradentro. Del segundo las Estaciones de Cáceres, Caucasia, El Bagre, Nechí, Tarazá, Zaragoza y la 

subestación La Caucana. La creación obedeci· ña la importancia estratégica que tiene la zona para la 

economía del país, la confluencia de conflictos de tipo social, político y de orden público, así como el 

incremento de los ²ndices delincuencialesò. Por razones administrativas y de recursos dejó de funcionar 

poco tiempo después. 

 

En esta zona hay presencia de dos operaciones de la fuerza pública: Troya con intervención de la Policía, 

Ejército y Armada y Medusa con la Fuerza de Tarea conjunta ñNudo de Paramilloò del Ej®rcito en la zona 

comprendida entre Montelíbano-Puerto Libertados y Tarazá-Ituango. 

 

El año pasado entró a operar la Unidad Administrativa Especial para la Consolidación y Reconstrucción 

Territorial en reemplazo del Plan Nacional de Consolidación. Una de las oficinas, la Gerencia regional 

Nudo de Paramillo funciona en Montería y es la que atiende los 15 municipios incluidos en el Plan: 

Montelíbano, Puerto Libertador, Tierralta, Valencia y San José de Uré en Córdoba e Ituango, Valdivia, 

Briceño, Anorí, Nechí, El Bagre, Zaragoza, Tarazá, Cáceres y Caucasia en Antioquia. Estas Zonas de 

Consolidaci·n las caracterizan por tener ñd®bil presencia institucional, alta vulneraci·n de derechos 

humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, presencia de cultivos ilícitos, centro de 
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acción del terrorismo, narcotráfico y sus interconexiones y dependencias de la población frente a 

econom²as il²citasò.  

 

El Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas PNUD y el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 

Incoder, acordaron ñdiseñar y gestionar programas de desarrollo rural integral con enfoque territorial 

desde la perspectiva de planificación y focalización de las áreas de desarrollo rural, con el objetivo de 

promover la recuperación socioproductiva de predios de familias vulnerables, víctimas del conflicto, 

pequeños productores rurales y/o  beneficiarios de reforma agraria e impulsar una política de desarrollo 

humano sostenible en los territorios en que ambas instituciones intervienen. 

 

Teniendo en cuenta el esquema general y los elementos de valor propios de la política de tierras y con el 

fin de impulsar el desarrollo productivo el PNUD a través de su programa Redes y el Incoder suscribieron 

un convenio que busca el diseño de un modelo de gestión de desarrollo rural en la zona del Bajo Cauca, 

la cual incluye seis municipios del Sur de Córdoba (Montelíbano, Puerto Libertador, San José de Uré, La 

Apartada, Buenavista y Ayapel) y los seis municipios de la subregión del Bajo Cauca en el departamento 

de Antioquia (Tarazá, Cáceres, Caucasia, Nechí, El Bagre y Zaragoza). ñEste modelo de gestión debe 

integrar propuestas concertadas entre actores sociales intersectoriales en torno al ordenamiento productivo 

y el desarrollo rural con enfoque territorial y de sensibilidad al conflicto para los municipios priorizadosò. 

 

Además de estos programas y la presencia permanente de la fuerza pública en la región y particularmente 

en la zona del Sur de Córdoba, Urabá y bajo Cauca antioqueños, también intervienen el Departamento 

para la Prosperidad Social con sus diferentes programas, iglesias de distintas denominaciones, agencias y 

organismos de cooperación nacional e internacional y organizaciones no gubernamentales y aun así el 

conflicto y la pobreza continúan. 

 

¿Cuál es la propuesta? 

 

El Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas en su informe Colombia rural. Razones para la 

esperanza, presenta la propuesta de reforma rural transformadora con dos grandes objetivos: combatir la 

pobreza y resolver el conflicto rural para alcanzar una sociedad rural estable, sostenible e involucrada en 

un proceso de modernización. 

 

ñLa reforma contiene cuatro componentes o procesos articulados: (a) la seguridad humana, (b) el 

desarrollo institucional, (c) el desarrollo rural y (d) una política integral de tierras. Estos cuatro elementos 

conforman una red de decisiones para la transformación rural. 

 

La reforma rural transformadora propone incidir fuertemente en el componente productivo y de mercados. 

Esto significa actuar sobre por lo menos ocho grandes aspectos con el liderazgo del Ministerio de 

Agricultura: 

a. La modernización de la producción. 
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b. El avance tecnológico. 

c. La construcción de la infraestructura. 

d. Los acuerdos comerciales. 

e. La seguridad alimentaria. 

f. El crecimiento de las exportaciones y del mercado interno. 

g. El uso de potenciales agropecuarios, forestales y pesqueros. 

h. El avance de la competitividad. 

Mención aparte amerita la transformación de las agriculturas de subsistencia. Este es un proceso de más 

largo plazo que requiere una fase de transición lenta hacia la conformación de empresas familiares rurales 

con capacidad de avanzar en sus procesos de gestión, acumulación, conformación de empresas de 

servicios, desarrollo de sistemas de cooperación y articulación con empresas agropecuarias mayores a 

través de negocios horizontales y verticales y con organizaciones de segundo y tercer nivel en la prestación 

de serviciosò 

Difícil encontrar personas u organizaciones que estén en desacuerdo con esta propuesta general. Sus 

criterios, objetivos, alcances y metodologías son aceptados por muchos. Ahora corresponde aplicar el 

proyecto del PNUD-Incoder en la zona del sur de Córdoba y el bajo Cauca antioqueño para ver hasta qué 

punto es posible conseguir los cambios que estamos requiriendo y de esta manera aplicarlo en otros lugares 

de la región. La participación y coordinación permanente de la institucionalidad en sus diferentes niveles, 

de los grupos y organizaciones de las comunidades, de acompañantes nacionales e internacionales y los 

equipos del proyecto son fundamentales. Por esta razón recomendamos: 

a. Redefinir la región de manera integral, con sus antecedentes y procesos vividos que nos asegure 

una mayor aceptación. 

b. Seleccionar las comunidades y territorios de estudio y aplicación-enseñanza. 

c. Sistematizar y evaluar los conocimientos y experiencias locales, regionales y nacionales. Ahí están 

por ejemplo los territorios colectivos de los negros en el Chocó, las Comunidades de Paz del Urabá 

antioqueño, los Programas de Desarrollo y Paz del sur de Bolívar y los Montes de María de Sucre y 

Bolívar, los campesinos y pescadores del bajo Sinú y los mineros del bajo Cauca, entre otros. 

d. Conocer la propuesta de PNUD-Incoder, la capacidad y disposición real de la institucionalidad y 

las lecciones aprendidas de los grupos, organizaciones y comunidades. Buscar puntos comunes que sean 

puntos de partida para trabajar juntos propuestas más convenientes para todos. 

e. Celebrar reuniones periódicas con todos los actores del proyecto para asegurar su avance y 

desarrollo eficaz. ¿Será posible? 

 

 

Fuentes 

Negrete, Víctor (2013), Sur de Córdoba ¿conflicto sin fin?. Centro de Estudios Sociales y Políticos 

CESPO. Universidad del Sinú. Montería. 
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1. ¿Un modelo de desarrollo local globalizado? 

Víctor Negrete Barrera 

 

Hace bastante tiempo trabajamos con grupos y comunidades urbanas 

y rurales, en especial los campesinos sin tierra, pescadores, 

ambientalistas, mujeres, jóvenes, pequeños productores, desplazados 

por la violencia, pobladores de asentamientos subnormales y 

populares, organizaciones comunitarias y sociales. La concepción que 

tenemos de nuestro trabajo nos ha llevado a tener en cuenta los 

aspectos económicos, sociales, políticos, ambientales y culturales de 

cada grupo y comunidad con el fin de comprender mejor la situación 

que viven y hacer más efectivos los planes y programas que 

elaboramos y ejecutamos con ellos. Por esta razón en cada trabajo que 

realizamos nos preocupamos por estudiar los antecedentes, el 

desenvolvimiento del proceso, el modelo de desarrollo prevaleciente, 

las condiciones del medio, las características culturales de los 

pobladores y los propósitos que buscan: mejorar las condiciones de 

vida familiar y comunitaria. 

 

El concepto de cultura que manejamos 

Buscamos y encontramos numerosas definiciones de cultura. Pienso que hay para todos los gustos. Sin 

embargo el trabajo que llevábamos a cabo a través de la investigación participativa, nos demandaba buscar 

explicaciones del sentir, pensar y actual de la gente, por qué se encontraban bajo determinadas condiciones, 

generalmente desfavorables, y cómo propiciar los cambios que requerían. Después de analizar distintas 

experiencias, nuestras y ajenas, y sistematizar resultados, llegamos al convencimiento que Cultura es el 

conjunto de conocimientos, experiencias, capacidades, valores, principios, creencias y costumbres, propias 

y asimiladas, que las comunidades o grupos han forjado a través del tiempo con un propósito específico: 

satisfacer adecuadamente sus necesidades fundamentales y preveer su sostenimiento futuro. Desde entonces 

hemos venido trabajando con este concepto que nos ha permitido comprender mejor estas realidades 

complejas. 

Por comunidad entendemos a los grupos de familias que poseen criterios y manifestaciones culturales 

parecidas en la mayoría, sin desconocer las diferencias. Las encontramos en áreas urbanas (asentamientos 

marginales, populares, medios y altos), suburbanas y rurales (veredas, caseríos, corregimientos, 

parcelaciones y reubicaciones). 

Cuando una comunidad avanza, se estanca o retrocede en la búsqueda de satisfacer sus necesidades vitales, 

debemos buscar las causas de por qué sucede. Hay causas internas y externas. Las internas nos indican que 

los conocimientos, experiencias, capacidades, valores, principios, creencias y costumbres de la comunidad 

Panorama de una vereda rural  
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pueden ser o no las apropiadas para el momento que viven, de acuerdo con la concepción que tengan de vivir 

mejor y el porvenir al que aspiran. Las externas son todas aquellas que dependen más de factores y hechos 

originados por fuera que modifican en mayor o menor grado, para bien o para mal, el propósito de vivir 

mejor. Dentro de estas podemos mencionar las violencias, obras, calamidades naturales, cultivos de uso 

ilegal y pérdida de recursos naturales, entre otras. 

Las culturas de muchas comunidades han sido sometidas a prueba, confrontadas por actores armados y 

mafiosos, grandes obras oficiales para beneficio privado sin consultarle a las comunidades afectadas y 

cuantiosas inversiones nacionales e internacionales para incrementar ganancias en el menor tiempo posible 

sin importar las repercusiones negativas que causen. Las comunidades, forzadas por su presencia y acción, 

las han enfrentado de diferentes maneras con resultados que van desde la muerte, el éxodo o la dispersión 

de sus miembros, pasando por las que se mantienen en los territorios pero con severas limitaciones de su 

capacidad cultural hasta las que logran mantener la cohesión y fuerza de sus grupos, gracias a la existencia 

y disposición de sus organizaciones, sus metas y convicciones. 

La generación de conocimientos y la adquisición de valores y principios 

En los sectores populares del campo y la ciudad en la Costa Caribe colombiana por lo regular el proceso de 

generación de conocimientos en las labores productivas y la adquisición de valores y principios sociales 

empiezan por la inspección del sitio de vida y trabajo y su entorno en general; sigue el de la comparación 

con los conocimientos y experiencias que ya tienen cada persona y grupo en particular; continúa con las 

observaciones parciales bajo diferentes condiciones: estaciones, insumos, agentes y factores externos; 

prosigue en algunos casos con el ensayo en mínima escala o la aplicación formal; después el análisis de los 

resultaos obtenidos y los ajustes que sean del caso. De aquí para adelante, en las siguientes oportunidades, 

el proceso parte de la aplicación, el análisis, los ajustes, de nuevo la aplicación y así sucesivamente. Estos 

pequeños productores no pueden darse el lujo de hacer ensayos costosos y demorados por falta de dinero y 

el tiempo que demandan, además la época de cosecha no da espera y del producto que esperan recoger 

dependen las condiciones de vida de ellos y sus familias. 

La relación comunidad (conocimiento y uso) ï naturaleza (territorio y recursos) en un área ecocultural 

determinada es un hecho vital, la combinación profunda que permite demostrar que su manejo adecuado 

proporciona bienestar físico y material y una apreciable disposición estética. Pero a medida que se deteriora 

la relación o rompe la combinación, alterando su manejo, las manifestaciones de estas culturas, como son 

las condiciones de vida, la identidad, el sentido de pertenencia y la mentalidad, se desmejoran y debilitan 

ostensiblemente, convirtiendo a las comunidades en aglomeraciones de necesidades y penurias sin 

posibilidades reales de abandonar esta penosa situación. 

Penosa situación que se manifiesta en empobrecimiento sostenido, desplazamiento, emigración permanente, 

concentración de la tierra, disminución del área de cultivos de producción campesina, deforestación, pérdida 

o deterioro de recursos naturales en especial bosques y aguas, violencias por narcotráfico y grupos armados 

ilegales, predominio del viejo sistema de ganadería extensiva asociada con monocultivos agroindustriales, 

forestales, agrocombustibles y transgénicos. Estas características corresponden al modelo de desarrollo 

vigente o en proceso de establecerse en muchas comunidades rurales de la Costa Caribe. 
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El campesino y poblador rural y urbano guían su existencia y trabajo de acuerdo con los siguientes principios 

básicos contenidos en dichos, refranes y proverbios, verdadera filosofía de la vida: más vale malo conocido 

que bueno por conocer, la práctica vale más que la teoría, más sabe el diablo por viejo que por diablo, la 

experiencia no se improvisa, las caídas enseñan al jinete, mientras más se vive más se aprende, espera a ver 

como terminan las cosas para que empieces otra, el que no oye consejo no llega a viejo, entre otros. En 

síntesis: observación directa y aplicación personal es la clave del proceso de generación de conocimientos y 

adquisición de valores y principios sociales. 

Perspectivas de un modelo de desarrollo local globalizado 

¿Es posible hablar de un modelo de desarrollo local globalizado? Antes partamos de las siguientes preguntas: 

1. Las comunidades rotas o dispersas ¿logran restablecer o reagrupar sus culturas en otro sitio y 

circunstancias?, ¿es posible empezar a construir una nueva con miembros de otras comunidades?, ¿cómo? 

 2. Las que se mantienen ¿qué elementos conservan, pierden, transforman o reemplazan?, ¿estos últimos 

cómo los asimilan?  

3. Las que manejan en forma adecuada la presión de los violentos y los estilos de vida impuestos ¿bajo qué 

costo lo consiguen?, ¿cómo lo conservan?, ¿cuáles son sus perspectivas para el futuro?  

4. En las circunstancias anotadas ¿es posible implementar un modelo de desarrollo local globalizado que 

tenga como centro el bienestar del ser humano? 

 5. ¿Qué papel cumplirían las tecnologías de la información y la comunicación? 

Gran número de comunidades no tienen posibilidad de adelantar un proceso de producción comunitario por 

varias razones: no cuentan con tierras ni recursos económicos, están rodeadas de grandes haciendas de 

propietarios ausentistas, muchos del interior del país; reciben la presión de grupos armados ilegales o de 

propietarios asociados con ellos; se encuentran incomunicados o alejados de centros de consumo o no reciben 

apoyo oficial para vincularse a la producción y el mercado. 

Otros, aunque conviven en los mismos escenarios con los actores armados, hacendados expansionistas, 

compradores de tierra con intenciones desconocidas, políticos inescrupulosos y autoridades ineficientes y 

corruptas, están tratando de armar y consolidar procesos productivos interesantes. Nos referimos más 

exactamente al pueblo Embera Katío del Alto Sinú en el departamento de Córdoba y comunidades 

campesinas del sur de la Costa Caribe. 

En cuanto a los Embera, sus cabildos mayores aprobaron hace dos años el Plan Integral de Vida basado en 

los siguientes principios: fortalecimiento cultural y de capacidades locales para ser un verdadero gobierno 

indígena; construcción de espacios de unidad que reagrupe los cabildos y evite la división; control del 

territorio y acceso y manejo de la biodiversidad con un plan de ordenamiento; participación y planeación 

con intervención directa de las comunidades, autoridades tradicionales, mujeres y jóvenes; soberanía y 

seguridad alimentaria como fundamento de autonomía; transparencia en la administración y formación de 

veedurías en lo local. En los programas mencionan el sistema de salud desde la visión Embera, la educación 

para la permanencia en el territorio y en lo económico la recuperación y fomento de prácticas productivas 
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tradicionales, manejo sostenible del bosque y la ganadería y mejoramiento y comercialización de las 

artesanías. 

Algunas comunidades campesinas por su parte están construyendo represas que les permite el cultivo de 

peces, la siembra de verduras y pequeñas plantaciones de pancoger en los camellones que la bordean, 

complementando con patios productivos, especies menores, producción artesanal de alevinos y mercados 

campesinos ocasionales en determinadas poblaciones. Otras comunidades se han propuesto la defensa y 

conservación de ciénagas, repoblándolas con especies de hicoteas, bocachicos y chigüiros, dejando crecer el 

bosque natural y con recorridos en canoa por los caños fomentan el ecoturismo-. 

En otras palabras, existen sistemas o modelos locales de producción comunitarias a pesar de las dificultades. 

De eso no hay ninguna duda. Si la cultura de los grupos y comunidades locales que desarrollan estas 

producciones cuentan con los conocimientos, experiencias, valores, capacidades, principios, creencias y 

costumbres apropiadas, pueden empezar, en un proceso continuo que les demandará varios años, la 

vinculación a mercados departamentales, regionales, nacionales e internacionales, el uso de tecnologías, el 

acceso a recursos financieros, el empleo de comunicaciones y el establecimiento de relaciones permanentes 

con comunidades productoras similares de otros países, que es lo que caracteriza a la globalización actual. 

Pero esto debe complementarse con políticas y programas de los gobiernos y el Estado. 

En cuanto la capacidad de los productores de las comunidades pobres de generar y aprehender conocimientos 

y adquirir valores y principios que estimulen la capacitación y la creatividad, está probado que lo pueden 

hacer como lo demuestra el proceso que siguen para crear y ordenar conocimientos, es más, tienen 

disposición para hacerlo como lo atestiguan a diario. Pero también aquí la participación de los gobiernos, la 

academia y los gremios es fundamental. 

Nos falta algo: en los dos ejemplos que citamos, indígenas y campesinos, hay expresiones de valores y 

principios que no podemos descuidar en los procesos de producción y globalización. Por ejemplo: el respeto 

y armonía con el medio ambiente; la producción debe estar destinada a satisfacer las necesidades locales o 

internas sin perder de vista la exportación de los excedentes; el fortalecimiento de la cultura, la organización 

y los gobiernos comunitarios; la participación de los distintos sectores de la comunidad; las empresas y los 

negocios deben estar al servicio del bienestar de las personas; garantizar la seguridad alimentaria; la 

producción debe estar basada en las necesidades y deseos de la gente; rescatar la producción integral que 

tenían en los viejos y grandes patios, parcelas y fincas costeñas. 

Para terminar vuelvo a la pregunta inicial ¿Es posible promover este modelo de desarrollo local globalizado 

con las características anotadas? Tengo entendido que está en marcha en algunas comunidades pero todavía 

incipiente. 

 

Fuentes 
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2. Modelo de gestión para el desarrollo rural en el 

Bajo Cauca y Sur de Córdoba: desarrollo humano en territorios rurales 
Programa de las Naciones Unidas para el desarrollo PNUD 

 

Hablar del enfoque territorial del desarrollo rural en Colombia presume un reto importante. Las complejas 

realidades de la ruralidad en el país, la permanencia de la pobreza y la marginalidad en territorios altamente 

inequitativos y de alta concentración de tierra, la exclusión social y las pocas oportunidades de acceso a 

factores productivos que determinen rentas sociales de bienestar y calidad de vida para sus habitantes, 

hacen necesario pensar de manera muy cuidadosa en la forma de aplicar estrategias de desarrollo rural 

territorial que puedan permear estas dinámicas viciosas tradicionales. 

Este reto fue asumido por el PNUD, propiciado desde la Subgerencia de Tierras Rurales del Incoder y 

ejecutado por seis socios estratégicos locales en la región del Bajo Cauca en Antioquia y el Sur de 

Córdoba.  

A través del convenio de cooperación "Modelo de gestión para el ordenamiento productivo y el desarrollo 

rural con enfoque territorial implementado en áreas priorizadas de la regi·n del Bajo Caucaò, las dos 

instituciones se dieron a la tarea de establecer lineamientos para diseñar un programa de desarrollo rural 

con enfoque territorial en doce municipios, buscando aspectos importantes e innovadores sobre la manera 

de asumir la intervención de las grandes y complejas problemáticas de esta zona estratégica para el país.  

La consideración de esta región como territorio elegido no fue dejada al azar. La priorización de la misma, 

con una gran riqueza ambiental, social y cultural, una identidad fuerte en torno a la ruralidad y una 

potencialidad productiva y económica enorme pero a la vez con niveles desproporcionados de pobreza e 
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inequidad, con una historia teñida desde el conflicto armado y con una marcada ausencia e ineficacia 

institucional, pretendía, ante todo, responder a la lógica de búsqueda de una reforma rural trasformadora 

que pudiera constituir territorios de posconflicto en paz y con inclusión social, formando parte, además, 

de la estrategia institucional del Incoder en relación con la identificación de áreas de desarrollo rural. 

De acuerdo con los lineamientos propuestos desde el Informe Nacional de Desarrollo Humano 2011 

Colombia rural. Razones para la esperanza, se buscó determinar principios necesarios para el diseño de 

una propuesta de desarrollo rural con enfoque territorial en la región. En este sentido se definieron 

parámetros sobre el enfoque territorial del desarrollo rural, principalmente en términos de la participación 

activa de los actores del territorio, la gestión del conocimiento en los territorios y el empoderamiento de 

la organización social de base, los que orientaron el espíritu de la experiencia y permitieron determinar la 

metodología con la que se realizaría el trabajo.  

En la región se eligieron seis municipios del Bajo Cauca antioqueño: Cáceres, Caucasia, El Bagre, Nechí, 

Tarazá y Zaragoza y seis municipios del Sur de Córdoba: Ayapel, Buenavista, La Apartada, Montelíbano, 

Puerto Libertador y San José de Uré. Con la elección de los municipios que participarían de la experiencia, 

se tomó la decisión de trabajar con socios estratégicos locales que pudieran aportar el espíritu que se 

buscaba en la experiencia. 

Estos socios son corporaciones y fundaciones con alta presencia territorial, con una legitimidad y 

credibilidad entre los pobladores de la región y con una amplia visión y conocimiento sobre las realidades 

complejas del territorio. Los socios estratégicos por tanto, tendrían la tarea de ejecutar los diferentes 

aspectos del convenio y trabajar directamente con los habitantes de la zona. Del lado antioqueño se contó 

con el trabajo de la Fundación El Cinco, el Jardín Hidrobotánico Jorge Ignacio Hernández Camacho y la 

Corporación Manos de Amor y Paz (Manapaz) y desde el Sur de Córdoba con la Fundación del Sinú, la 

Corporación para el Desarrollo Social Comunitario (Corsoc-Asvidas) y la Corporación Betancí. 

La metodología planteada fue de gran riqueza para la experiencia y los planteamientos que surgieron de 

la misma en términos de enfoque territorial. Al priorizar actores locales no gubernamentales ni 

comunitarios pero cercanos a ambos, se consiguió una entrada privilegiada a las expectativas territoriales 

y se les dio a las comunidades un papel preponderante en la planeación estratégica de sus alternativas de 

desarrollo. 

El esquema no fue exhaustivo, ni estuvo ausente de complicaciones. Se buscaba por ejemplo, contar 

además de los actores sociales con los actores institucionales locales y regionales, lo que no resultó una 

tarea fácil. Las realidades propias de cada territorio, la ausencia o debilidad de la institucionalidad local y 

las dinámicas propias del conflicto no permitieron extender de manera general el proceso participativo. 

Pese a ello la gran movilización local que se logró es admirable y crea un espacio privilegiado para pensar 

el desarrollo rural desde una nueva perspectiva para el país. 

Diseñar un programa de desarrollo rural territorial implicó desglosar en diferentes componentes los 

procesos necesarios para la misma y fueron de estos los que se encargaron los socios locales. 

Principalmente se definió que la experiencia debía abarcar: 

- Un diagnóstico participativo de la región, sus características físicas, ambientales, sociales y 

culturales y sus principales problemáticas. 
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- Un proceso de fortalecimiento organizacional tendiente a generar capacidades y habilidades para 

la formulación de proyectos de desarrollo social y ambiental, de la mano del fortalecimiento de los 

espacios de participación interinstitucional como los Consejos municipales de desarrollo rural 

(CMDR), los Consejos seccionales de desarrollo agropecuario (Conseas) y las agencias de 

desarrollo económico local (ADEL), entre otros. 

- El diseño de un programa de desarrollo rural con enfoque territorial para los territorios priorizados 

en el cual se incluyera una propuesta de ordenamiento productivo, social y ambiental. 

- El diseño de un modelo de gestión interinstitucional e intersectorial que determine los mecanismos 

de coordinación entre los actores presentes en el territorio.  

- La formulación de proyectos productivos desde la concertación social y con el planteamiento de 

un esquema de acuerdos y alianzas que garanticen su puesta en marcha. 

La participación de la comunidad en las diferentes instancias a las que fue invitada fue amplia y muy 

activa. El interés general por el desarrollo de la estrategia permite establecer una conexión importante 

entre los factores que componen la realidad territorial, las expectativas sociales y las posibilidades de 

encontrar un camino articulado para el desarrollo territorial. La participación y el fortalecimiento social 

se dieron de la mano de dos procesos principales, las convocatorias abiertas a los habitantes y actores 

involucrados de cada territorio y municipio, así como a través de la representación de las juntas de acción 

comunal (JAC) y organizaciones y asociaciones comunitarias, productivas, sociales y de mujeres, 

principalmente. 

Los documentos producto de esta experiencia permiten ver un proceso de planeación estratégica desde lo 

local significativo. El diagnóstico regional, las estrategias sociales ambientales, productivas e, incluso, 

políticas, los proyectos territoriales y los esquemas de articulación intersectorial presentan una propuesta 

diferente de desarrollo rural con enfoque territorial. Más importante aún, permite proponer un modelo de 

gestión territorial para pensar en políticas públicas de desarrollo rural para el país. 

El enfoque territorial habla de un esquema de intervención de la ruralidad desde una perspectiva integral, 

multidisciplinaria y multisectorial, con una mirada transversal del territorio y sus dinámicas en los 

diferentes niveles territoriales. Se trata de un enfoque que pone su énfasis en el territorio, como unidad de 

gestión e intervención reconociendo sus complejas interacciones, la forma como se moviliza y funciona 

desde sus realidades culturales, sociales, políticas ambientales y económicas. Las políticas territoriales 

han abarcado, en la gran mayoría de casos, un conjunto amplio de intervenciones públicas a través de 

estrategias como el ordenamiento ambiental, el desarrollo regional y urbano, los procesos de ordenamiento 

territorial y la generación de institucionalidad territorial. En este marco de políticas territoriales, el 

desarrollo rural, al que se le asigna tradicionalmente un sentido sectorial, particularmente referido a la 

agricultura familiar, debe ser visto como componente natural de ellas, involucrándose en su sentido más 

amplio a la visión de un territorio con dinámicas complejas interrelacionadas desde todos sus ámbitos 

rurales y urbanos. 

En este contexto surge la idea de un modelo de gestión territorial como expresión operativa del enfoque 

desde una perspectiva de políticas públicas. El modelo propone ante todo una forma de generar resultados 

e impactos diferentes y sostenibles, pone su capacidad innovadora en la medida de su potencial real de 

trasformación de la realidad. Se expresa en cuatro componentes esenciales al momento de intervenir un 
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territorio de manera transversal y coordinada, reconociendo su realidad específica, sus marcos 

institucionales y los esquemas que permitirán que la transformación sea efectiva. 

La delimitación del territorio, los pactos territoriales, el ordenamiento territorial y la articulación 

institucional permiten establecer un esquema con el cual los territorios tienen un mapa de navegación para 

la aplicación de estrategias de desarrollo territorial. Un mapa que genere impactos transformadores sobre 

las dinámicas estructurales que actúan como barreras al desarrollo, particularmente en realidades como la 

de la ruralidad colombiana. Estos cuatro componentes del modelo tienen una relación directa e inequívoca 

con la dimensión político-institucional y requiere de marcos normativos y arreglos institucionales sólidos 

que respalden su aplicación basada en el enfoque territorial. 

La delimitación del territorio habla de la definición del territorio objeto de las políticas públicas. Un 

territorio delimitado dentro de un modelo de gestión territorial, como el que se propone, reconoce ser 

escenario de procesos históricos y dinámicas sociales, ambientales, económicas y políticas, expresa una 

identidad, adscripción y pertenencia con una especificidad cultural propia. En este sentido, se habla del 

reconocimiento de un territorio, no de su construcción, ya que los territorios se reconocen como tales 

cuando se incorporan como unidades de intervención, sea por su identidad cultural, su dependencia de 

factores ambientales o de procesos económicos.  

Un territorio se reconoce, no se construye ni se crea. Un territorio se gestiona colectivamente. Reconocer 

el territorio habla entonces de delimitarlo para que se constituya en unidad de intervención. Pero es una 

delimitación no solo en términos físicos, geográficos o dinámicos, sino además es una delimitación en 

torno a una visión compartida, objetivos concretos y estratégicos que determinen impactos colectivos e 

integrales al conjunto territorial. 

La delimitación por tanto debe contar con metas estratégicas que orienten la transformación que se busca 

conseguir con la intervención territorial. Este reconocimiento se da finalmente, por la referencia 

institucional que orienta la intervención, es necesario contar con una expresión institucional con poder y 

legitimidad para gestionar los componentes de desarrollo del territorio.  

Los pactos territoriales aducen al reconocimiento o creación de acuerdos entre los actores del territorio, 

Es parte esencial de la gestión territorial, ya que busca establecer consensos territoriales entre los 

diferentes grupos de interés que interactúan en el territorio, cuyas relaciones están mediadas naturalmente 

por el conflicto de estos intereses. Es importante reconocer ese conflicto puesto que de la forma como se 

identifiquen, negocien y gestionen, determinan los modelos de actuación del colectivo, los que pueden ser 

destructivos o constructivos. 

Este componente de la gestión se refiere, por tanto, a la expresión de la acción colectiva del territorio que 

dé legitimidad al proyecto territorial y que origine procesos de negociación, nunca terminados, en torno a 

las metas estratégicas del territorio. El esquema de pactos territoriales reconoce y legitima la participación 

de la organización social en la planeación, formulación y gestión del desarrollo e impulsa el 

reconocimiento desde la institucionalidad a esos espacios de innovación social como aliados en las 

dinámicas propias del territorio. 

La gestión territorial busca desde este componente alcanzar un pacto territorial que incluya una visión, 

diagnóstico, estrategia y acciones específicas de consenso, que se materialicen en proyectos estratégicos 
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territoriales y lleguen a la formulación de presupuestos públicos por consenso, como expresión concreta 

de un proceso de negociación democrática. 

El ordenamiento territorial se refiere al marco normativo que establece las competencias y la 

implementación de los principios de coordinación, subsidiariedad y organización de las responsabilidades 

de las unidades territoriales del país. Es ante todo el juego de reglas que permiten establecer desde cuál 

nivel territorial se alcanza el óptimo de la gestión de cada componente del desarrollo y cuáles son los 

mecanismos de articulación entre los mismos para lograr ese óptimo. 

Se habla en esencia de la adscripción de las estrategias de desarrollo, en este caso rural, a los marcos 

normativos establecidos para su gestión en cada uno de los niveles nacionales, regionales o locales, de tal 

manera que las intervenciones en el territorio se hagan de manera coordinada potencializando las 

capacidades y los recursos para dichas intervenciones.  

En este componente es pertinente hablar de un proceso de ordenamiento subyacente al ordenamiento 

territorial de competencias y recursos a la luz de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, del 

ordenamiento físico espacial, a la luz de la ley que regula los planes de ordenamiento municipal, del 

ordenamiento ambiental, la luz de la normatividad de áreas de protección y al ordenamiento de la 

propiedad del suelo, a la luz de la normatividad agraria.  

El ordenamiento de la tierra y el uso del suelo están referidos a los modelos de apropiación y usos del 

suelo, como mecanismos de racionalización de la ocupación del espacio y de gobernanza en su 

administración. Este proceso de ordenación del territorio se constituye en elemento instrumental de la 

gestión territorial, necesario e históricamente determinante en el caso colombiano, más no suficiente en la 

aplicación de las estrategias de desarrollo territorial rural. 

Finalmente, la articulación institucional aborda los esquemas y mecanismos por los cuales se realza la 

coordinación de las políticas e intervenciones sectoriales en lo territorial. Es importante aclarar que la 

gestión territorial no sustituye la intervención sectorial, sino que la organiza en torno a las metas 

estratégicas del territorio y las gestiona para hacerlas más eficaces, mejorar su impacto, la calidad de su 

inversión y generar las sinergias apropiadas en los casos pertinentes. Los mecanismos de articulación y 

concurrencia en torno al desarrollo rural presentan un enorme desafío para la gestión pública, por cuanto 

un criterio definitorio de lo rural sigue siendo su dependencia de economías primarias, especialmente la 

agricultura y la minería. 

Este componente de la gestión territorial, por tanto, busca establecer el mejor escenario en el cual se pueda 

articular y coordinar la intervención de manera interinstitucional e intersectorial y define en cabeza de 

quién está el impulso a la gestión del territorio, lo cual supera las dimensiones y alcances de las carteras 

sectoriales y se refiere a la convocatoria a todos los actores con injerencia en el desarrollo rural de los 

territorios para que las intervenciones se realicen de manera concurrente, articulada, sinérgica y evitando 

ser redundante. 

La gestión territorial desde este componente implica una estrategia desde lo local, a través de que sus 

actores se involucren, y una adecuación de las políticas sectoriales desde lo central para que se disponga 

de estructuras, reglas de operación y modelos institucionales que hagan posible la concurrencia en el 

desarrollo. 
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La experiencia en el Bajo Cauca tiene elementos importantes para proponer este modelo de gestión 

territorial, tanto por todos los resultados que se obtuvieron, como por los aprendizajes que dejó un 

complejo proceso de aproximación a la realidad local de estos territorios. Los aciertos y los vacíos de esta 

experiencia son de incalculable valor para pensar un marco amplio de desarrollo rural para Colombia, en 

momentos en los cuales es vital generar espacios innovadores que permitan salidas estratégicas a las 

grandes problemáticas de los habitantes rurales de nuestro país. 

 

Fuente 

Bajo Cauca. Desarrollo humano en territorios rurales (2014). Serie Cuadernos Semillero de Desarrollo 

Rural. Introducción, páginas 11-15. 

 

 

 

3. Una experiencia de resiliencia comunitaria y desarrollo local  

en el Sur de Córdoba  

BHP Billiton y Global Communities 

 

Colombia, ubicada en la zona Caribe de América Latina, ha    

vivido por casi setenta años en medio del conflicto armado 

interno, enfrentada a diversos grupos subversivos (de varios 

tintes ideolódicos), grupos de autodefensas, narcotraficantes y 

bandas criminales (Bacrim) que han pretendido robar su 

legitimidad, además de buscar reemplazar al Estado y 

administrar justicia en territorios estratégicos para el desarrollo de la guerra y la acumulación de finanzas 

producto del terrorismo, la siembra de cultivos ilícitos y la extorsión (Duncan, 2015; González, 2014; 

Sánchez y Peñarada, 2007; Romero, 2007; Rangel, 1998). 

En materia de distribución geográfica, buena parte de la cifra general de víctimas registradas en Colombia 

entre 1958 y 2012 corresponde al departamento de Córdoba, en especial a los municipios de Tierralta, 

Valencia, Montelíbano (del cual se derivó, el 24 de julio de 2007, San José de Uré) y Puerto Libertador1. 

Todos ellos, municipios limítrofes con el departamento de Antioquia y con buena parte de su territorio, 

                                                             
1 Véase el documento Córdoba: Informe departamental de hechos victimizantes a 2012, de la Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas, Prosperidad para Todos. (En el momento de la consulta, disponible en 

http://rni.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/Cordoba.pdf). Para una mirada global, consúltese el informe 

¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad, del Centro Nacional de Memoria Histórica, Bogotá, 2013 

http://rni.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/Cordoba.pdf
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dentro del Parque Nacional Natural Paramillo (zona estratégica, dada su ubicación geográfica e inmensas 

riquezas naturales). 

El programa ANDA, financiado por la empresa BHP BSC y directamente implementado por Global 

Communities, fue diseñado para interactuar con comunidades vulnerables (afectadas por la pobreza y por 

los estragos del conflicto armado) ubicadas en el departamento de Córdoba. 

Este documento tiene como objetivo principal dar cuenta de la experiencia de desarrollo local integral 

comunitario, que abarca un gran proceso organizativo, así como el fortalecimiento brindado a los 

gobiernos municipales y el mejoramiento de las condiciones económicas, llevada a cabo entre 2013 y 

2018 en una serie de comunidades rurales y urbanas, entre las que se cuentan más de 60.000 beneficiarios, 

directos e indirectos, de los municipios de Puerto Libertador, Montelíbano, San José de Uré, La Apartada, 

Buenavista y Planeta Rica, así como de las ciudades capitales de Montería (Córdoba) y Cartagena 

(Bolívar). Así, el énfasis principal de este ejercicio de documentación histórica gira en torno a la forma 

como fueron desplegadas diversas estrategias y mecanismos para que los participantes pudieran mejorar, 

a partir de su relación con el Programa Anda, su calidad de vida, reducir la pobreza comunitaria e 

incrementar su nivel de resiliencia o capacidad de sobreponerse a situaciones adversas y estar mejor 

preparados para el futuro. 

Este informe contiene una breve presentación del Programa Anda, sus objetivos y la forma como ha sido 

experimentado en las comunidades (capítulo1); una aproximación al contexto del sur de Córdoba (capítulo 

2); la descripción de la metodología PACE (Participatory Action for Community Enhacenment), que ha 

servido como base de la intervención en materia organizacional (capítulo3); una sección donde se destacan 

impactos y elementos de su implementación en el territorio (capítulo 4); un conjunto de ideas que buscan 

articular buena parte de los resultado obtenidos y apuntar a la sostenibilidad de este proceso (capítulo 5); 

lecciones aprendidas (capítulo 6) y, por último, una serie d recomendaciones y conclusiones (capítulo 7). 

El Programa Anda tiene una premisa general, en la que ha fundamentado su actuar ante las comunidades 

beneficiarias: ñNo se puede hablar de Anda sin hablar de PACEò. Por esta raz·n, el proceso de asistencia 

para el empoderamiento comunitario tuvo como fundamento la generación de confianza y la credibilidad 

ganadas, en buena medida, a partir de la metodología PACE2, que promueve la participación abierta y 

democrática de los individuos directamente afectados en la solución de sus problemas. 

Durante todo el proceso de intervención, las comunidades participantes pudieron vivenciar los principios 

PACE3. Al cierre del Programa Anda, y una vez concluído cada proyecto con el que estaban directamente 

relacionadas, fueron promotoras y testigos de jornadas de rendición de cuentas donde se dieron a conocer 

los costos, límites y beneficios de los trabajos adelantados con cada una de ellas. Cada comunidad tuvo la 

oportunidad de priorizar, al menos, cuatro proyectos relacionados con infraestructura, medio ambiente, 

acceso a agua, dotación, entre otros, según la escala de intervención de proyectos PACE adoptada para 

esta oportunidad: PACE Confianza, PACE Todos ponen, PACE Independiente y PACE Apropiación. Hoy 

es una realidad que las comunidades, a través de sus instancias organizativas, cuentan con un manejo 

                                                             
2 Participatory Action for Community Enhacement (PACE) es la metodología participativa que Global Communities ha 

venido desarrollando desde hace cerca de veinte años alrededor del mundo 
3 Los principios PACE son: transparencia, apropiación, empoderamiento, responsabilidad y participación. Todos aquellos son 

esenciales en el proceso de interacción constante con las comunidades 
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asertivo del ciclo de proyectos, y ello les hace poseedoras de una herramienta técnica de gestión ante el 

Estado, así como ante otras potenciales fuentes de recursos presentes en la región. 

También es importante destacar aquellas situaciones que en su momento, pudieron haber representado 

obstáculos o potenciadores para la cabal ejecución del Programa Anda, y que hoy, a modo de lecciones 

aprendidas o enseñanzas, son elementos clave por tener en cuenta en futuras intervenciones de este tipo o 

de similares objetivos y proporciones en Colombia o en otros lugares del mundo. Son muchos los 

aprendizajes derivados del contacto permanente con las comunidades, así como del esfuerzo por mantener 

el equilibrio entre la planeción (a veces ñfr²a y r²gidaò) y la demanda de iniciativas ñimposiblesò de 

cumplir. No obstante, es significativa la cantidad de sueños hechos realidad, tanto en los municipios del 

sur de Córdoba, como en las ciudades de Montería y Cartagena. 

Hoy, estas comunidades cuentan con iniciativas colectivas, proyectos de resiliencia ambiental, proyectos 

financiados con la estrategia de fondos concursables4, parcelas demostrativas y unidades productivas en 

agricultura y producción climáticamente inteligente, sistemas masivos de comunicación que permiten 

interacciones más efectivas ïtanto en el interior de las comunidades, como entre estas y sus vecinos 

externos-, decenas de iniciativas empresariales, proyectos productivos, entornos más saludables gracias al 

control de las aguas servidas y mejoramientos de vivienda. Los participantes son conscientes de la 

resignificación que el Programa Anda ha dado a su capital simbólico y social. 

¡No es solo lo material, es el aprendizaje! Las paredes se caen, pero ni el conocimiento ni la muerte nos 

lo quita. El conocimiento es lo mejor que el Programa Anda nos deja. Y también nos quedan los lazos de 

amistad y solidaridad forjados entre nosotros, las comunidades. (Luz Estella Morales Lobo, 

comunicación personal, Buenavista, 6 de febrero de 2018). 

El Programa Anda constituye una experiencia novedosa (y exitosa) de integración social, económica y 

territorial, y ellos la convierte, a la luz de la realidad nacional, en un gran programa constructor de paz. 

Anda ha demostrado su gran capacidad para reconstruir el tejido social y motivar la confianza (entre los 

participantes) en una región que ha sufrido muchos años de confrontación social violenta, como origen, 

en buena parte, en la disputa por la tierra, donde organizaciones armadas como el Ejército Popular de 

Liberación (EPL), las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), las Autodefensas 

Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), narcotraficantes 

y Bacrim han desplegado muchas de sus acciones en contra de la sociedad civil. Volver a sembrar la 

capacidad de creer en la gente, en sus activos tangibles e intangibles, y en que puedan renovar su mirada 

hacia la institucionalidad local, a pesar de tantos desencuentros y desencantos, es un primer paso en la 

necesaria redefinición de las relaciones entre las comunidades y el Estado en esta zona y en todo el país. 

Por último, se espera que los elementos esenciales de un programa como Anda puedan ser sostenibles en 

el tiempo. 

                                                             
4 Los fondos concursables son un mecanismo de concurso y premiación mediante el cual se estimula la apropiación, por parte 

de las comunidades, de todo lo relacionado con el ciclo de gestión de proyectos y con la formulación de aquellos. Durante la 

ejecución del Programa se constituyeron dos fondos, de los que participaron principalmente los Comités de Gestión 

Comunitarios (según el momento o la convocatoria, podían sumarse otras organizaciones de base presentes en las 

comunidades). Se contó también con un fondo exclusivo para iniciativas de carácter psicosocial, donde se presentaban 

iniciativas lideradas por los grupos de Acompañantes Psicosociales. 
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De allí que en el último año del Programa se haya trabajado fuertemente en la vinculación de los jóvenes 

al trabajo por el desarrollo local y con el conjunto de las 43 comunidades, en poder identificar y establecer 

vínculos programáticos entre los Planes de Desarrollo Comunitarios y los Planes de Desarrollo 

Territoriales5. Esto, con el objetivo de: 1) contar con una potencial fuente de financiación para iniciativas 

priorizadas que beneficien a la mayoría de la comunidad a partir de la gestión frente al Estado local; 2) 

poder convertir en realidad, bajo una nueva forma de relacionamiento basada en la participación y la 

democracia, no en el clientelismo, la relación entre la sociedd civil y el Estado que subyace a la planeación 

que parte desde lo local (o la periferia) hacia el centro. 

Desde esta perspectiva se espera que las comunidades, sin prescindir de sus propios recursos ni de sus 

valiosos aportes, puedan mantenerse cohesionadas, con sus instancias de planeación y sus planes, guías 

debidamente actualizados, gestionando recursos de forma organizada, de modo tal que puedan ir 

alcanzando sus objetivos. 

 

Objetivos  

En concordancia con lo planteado por el donante en su convocatoria, el programa Anda fue implementado 

en atención a los siguientes objetivos: 

Objetivo general 

Lograr un cambio efectivo para mejorar la calidad de vida de los grupos de población vulnerable, mediante 

iniciativas para reducir la pobreza y aumentar la resiliencia. 

Ojetivos específicos 

¶ Fortalecer la capacidad de las comunidades para identificar, diseñar, gestionar e implementar 

proyectos, mediante procesos de participación comunitaria y en articulación con los gobiernos locales 

y otros socios presentes en la región, durante el periodo del programa. Para dinamizar este propósito, 

Anda cuenta con la metodología PACE, que promueve la participación y el desarrollo de un proceso 

estructurado, donde las comunidades pueden trabajar de forma organizada y articulada en la 

identificación de sus capacidades y sus necesidades, así como la gestión y movilización de recursos 

para la solución de sus problemas. Todo ello, enmarcado en una perspectiva de desarrollo local 

comunitario que considera que ñla gente es y debe ser lo primeroò (Cernea, 1995). 

 

¶ Incrementar la capacidad de los gobiernos locales para acceder y utilizar recursos municipales, 

departamentales y nacionales para atender las necesidades locales establecidas como prioridad por las 

comunidades durante la duración del programa. Así, este buscará proveer información sustancial a 

los funcionarios gubernamentales con miras a orientar la obtención de dichos recursos, así como su 

formulación y gestión, para que puedan aplicarlos en sus territorios y, desde luego, en las 

comunidades donde estará interveniendo el Programa Anda. Asimismo, aumentar, mediante 

actividades lícitas, los ingresos de las personas integrantes de los grupos vulnerables y desplazados 

                                                             
5 Hasta 2015, este tipo de instrumentos fueron llamados Planes de Desarrollo Municipales. A partir de enero de 2016, 

comenzaron a ser reconocidos como Planes de Desarrollo Territoriales. Véase http://kiterritorial.co 
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de las ciudades de Cartagena y Montería durante el Programa (Global Communities, 2013). Este 

proceso se adelantará mediante cualificación laboral, fortalecimiento y creación de pequeñas 

empresas. 

Dada la extención poblacional y territorial por cubrir, el Programa Anda fue concebido y llevado a cabo 

como una estrategia de intervención integral, con énfasis en el desarrollo local comunitario (en tanto que 

satisfacción de necesidades y construcción sociocultural6), destinada a cubrir, en materia de beneficiarios 

directos e indirectos, una población de 59.000 personas (38.000 correspondientes a los seis municipios 

objeto de la intervención y 21.000, a las ciudades de Montería y Cartagena), todas ellas pertenecientes a 

comunidades vulnerables o víctimas del desplazamiento forzado. 

Criterios mínimos para la selección de comunidades 

¶ Comunidad reconocida por el gobierno local o regional. 

¶ Comunidad receptora de víctimas de desplazamiento forzado. 

¶ Comunidad no asentada en zona declarada de alto riesgo (natural). 

¶ Comunidad con acceso y comunicación durante todo el año (transporte y comunicación). 

¶ Comunidad cuyo desplazamiento desde o hacia la cabecera municipal requiera un máximo de dos 

horas. 

¶ Comunidad cuya clasificación, según la semaforización del Gobierno nacional, corresponda a zonas 

verdes o amarillas. 

¶ Comunidad que registre o cuente, por lo menos, con trescientos habitantes. 

                                                             
6 Para una discusión más profunda y detallada de este enfoque, véase el documento Resignificar el desarrollo, de María 

Cecilia Múnera López, editado por la Escuela del HábitatïCEHAP y la Universidad Nacional de Colombia, en Medellín 

(2007). 

Socialización de los Planes de Desarrollo Comunitarios en el sur del Departamento de Córdoba 
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4. Propuesta del Centro de Estudios Socioeconómicos y Regionales 

                                          CESORE  

Resumen ejecutivo 

Esta propuesta busca el fortalecimiento de un observatorio de desarrollo y análisis territorial en el norte 

de Colombia, específicamente en el sur del departamento de Córdoba en los municipios de Montelíbano, 

Puerto Libertador y Tierralta  y en el norte y en la región del bajo Cauca del departamento Antioquia en 

los municipios de Tarazá, Cáceres, Valdivia y Briceño, en razón a la convocatoria de la Agencia 

Internacional de Desarrollo de los Estados Unidos de América (USAID) en el marco del programa 

Territorios de Oportunidad (CDLO). 

El fortalecimiento propuesto se basa en el enfoque de desarrollo territorial y local, el cual se soporta 

además en la estrategia integral de análisis promovida desde el Sistema de Naciones Unidas, bajo la 

agenda 2030 que gira alrededor de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. En la propuesta se reconoce 

además la importancia de la participación y la multiculturalidad de los diferentes actores, las dinámicas y 

la complejidad del territorio.  

Dicho esto, esta propuesta es una oportunidad que potenciará al observatorio territorial como un agente 

de desarrollo que genera conocimiento, promueve nuevas formas de pensar y moviliza a la población 

como sujetos con capacidades para incidir en el control, seguimiento y funcionalidad de las políticas 

públicas locales y regionales.  

Esta propuesta reconoce en la participación ciudadana cualificada un instrumento potente para avanzar en 

cerrar brechas de información que enfrentan las instituciones, el territorio y los principales actores de la 

región, partiendo de información relevante, oportuna y pertinente. 

Para estos se recurrirá a métodos de análisis mixtos que integran disciplinas de ciencias sociales con 

enfoques cuantitativos y cualitativos a la recolección, el análisis y la interpretación de la información. Así 

mismo, se implementarán nuevas formas de observar y de analizar a través del Análisis georreferenciado, 

del web scraping y del machine learning. 

La propuesta contiene un diagnóstico de los siete municipios en términos de sus oportunidades y retos de 

desarrollo destacando las principales brechas que presentan en términos de los logros o avances de los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible ODS.  

La propuesta parte de un objetivo general que se desarrolla en cuatro objetivos específicos así:  

El objetivo general de la estrategia es fortalecer las capacidades de las comunidades mediante i) la 

producción y el acceso a información (observatorio regional); ii) la movilización y la participación social 

de la población en torno a las problemáticas regionales (construcción de capital social); iii) la construcción 

de las bases para una estrategia de transformación territorial y planificación del desarrollo regional 

(construcción de una prospectiva); iv) la formación de líderes y la transferencia de conocimiento 

desarrollado durante el proyecto para garantizar las sostenibilidad del observatorio, el capital social 

construido y la continuidad de los procesos de transformación territorial ( generación de capacidades) .  
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Los cuatro objetivos específicos que se relacionan para cumplir con el objetivo general son: 

ǒ Objetivo 1: Producción, análisis y gestión de información para el fortalecimiento del observatorio 

regional. Para cumplir este primer objetivo se hará un trabajo de campo para generar un mapa de 

actores que incluya los grupos comunitarios locales, las organizaciones de productores, las 

instituciones públicas y privadas y aquellas que producen información a nivel local y regional. A partir 

de la información recogida con actores sobre las necesidades de información y las problemáticas 

regionales se diseñará un primer esquema de la matriz de marco lógico que sea una línea de base de 

los indicadores para los procesos de transformación territorial. 

ǒ Objetivo 2: Movilización de la población en torno a las problemáticas regionales. Siguiendo con el 

espíritu participativo de este proyecto se reunirá a las comunidades y las organizaciones municipales 

para escuchar sus voces y sus necesidades, con el objeto de identificar necesidades comunes que 

puedan estar limitando la construcción de capital social y económico en la región. Las actividades de 

este objetivo tendrán como fin desarrollar los mecanismos de participación social conocidos en la 

literatura como centralidad, percepción de eficiencia y atribución de oportunidad.7.  

ǒ Objetivo 3: Proceso de transformación territorial y planificación del desarrollo. Este tercer objetivo 

implica el avance en el cumplimiento de los dos anteriores. Específicamente, una vez se hayan 

establecido vínculos estrechos entre las comunidades y se hayan activado los mecanismos de 

participación social (centralidad, eficiencia, oportunidad) y fortalecido el tejido social es necesario 

avanzar en la identificación de los problemas y las soluciones a los problemas de la región desde la 

visión de los actores sociales e institucionales. Dentro de las actividades contempladas en este objetivo 

está la construcción, mediante diálogos de niveles múltiples, de un árbol de problemas, sus soluciones 

y la estrategia de desarrollo y crecimiento económico inclusivo que el observatorio también debe 

monitorear y hacer seguimiento a sus indicadores.  

ǒ Objetivo 4. Sostenibilidad de la participación social y la gestión de la información. Mediante la 

formación de líderes, la transferencia de conocimiento y el uso de herramientas de última tecnología 

(Machine Learning) se desplegará una estrategia que se irá construyendo con las mismas comunidades, 

para que tanto los avances en participación social, como la gestión de información del observatorio 

ayuden a consolidar el fortalecimiento y la movilización de las comunidades en torno a la construcción 

de capital social y económico inclusivo.  

Desde la implementación de la propuesta se fortalecerá el observatorio a partir de la mejora de las 

capacidades de producción y análisis de información técnica, así como, de la participación de líderes 

sociales para que desde el conocimiento de estos se genere incidencia sobre las políticas públicas locales, 

los indicadores a evaluar y monitorear se identificarán y construirán de manera participativa con toda la 

rigurosidad técnica que ello exige. 

                                                             
7 En resumen, gracias a la centralidad los actores perciben que las actividades en que se involucran ayudan a centralizar la 

comunicación con las instituciones. De esta forma, la participación social se vuelve más eficiente, gracias a la claridad de 

objetivos comunes. Al percibir mayor eficacia la movilización se activa porque los actores comprenden que el proceso es una 

oportunidad para obtener cambios positivos. 
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La estrategia incluye un proceso de formación sobre los instrumentos de planificación territorial, apoyada 

en contenidos innovadores que combinan lo virtual y lo presencial. Este proceso de formación busca 

fortalecer las capacidades de diálogo e incidencia de forma que se pueda avanzar en la concreción de 

acciones que visibilicen las realidades de esos territorios, en concordancia con la forma como sus 

habitantes las construyen, al tiempo que dé cuenta de los cambios en la calidad de vida y las 

transformaciones territoriales.    

La propuesta contempla una estrategia de comunicaciones que referencia de manera permanente la 

información, pero también los hallazgos de toda la ruta de fortalecimiento del observatorio. Para avanzar 

en la sostenibilidad se define la articulación estratégica que se gestionará con actores locales y regionales 

clave para que se sumen y se robustezca la institucionalización del observatorio y se propone que en el 

transcurso de ejecución de la propuesta se conforme la red de observatorios regionales del Caribe y que 

el observatorio haga parte de la misma.   

La metodología que se desarrollará para implementar estas acciones y cumplir los objetivos se describe 

de manera detallada en el documento. Igualmente, se incluye la propuesta operativa donde se define la 

ruta definida para el logro de los objetivos propuestos. El documento incluye:  

 

- Una tabla que relaciona objetivos, metas, indicadores 

-  La presentación del equipo de trabajo que implementará la propuesta 

- Un cronograma de actividades 

- Una matriz que clarifica cómo los objetivos de la presente propuesta contribuyen al avance de los 

objetivos del programa Territorios de Oportunidad de USAID.  

 

 

 

 

 

 

 



27 
 

Educación rural y líderes sociales 
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Fuente  

La Revista de la Academia de Historia de Córdoba, número 2. ¿Para dónde vamos en educación?, Montería, 1986. 

Estudiantes en su aula de clase, 1986.  


